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JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO  

Fusagasugá - Cundinamarca, once (11) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Proceso:   Ejecutivo EGR  
Radicado:   252903103002-2018-00466-00 

 
I Asunto 

 
Ingresan las presentes diligencias al despacho, con recurso de reposición 
formulado por la apoderada de la parte ejecutada contra el auto de fecha 30 
de enero de 2019, mediante el cual se libró el mandamiento de pago en el 
presente proceso. 
 
Solicita la pasiva, se revoque el mandamiento de pago, petición soportada de 
la siguiente manera:  
 
Que, los pagarés relacionados en el mandamiento de pago, identificados 
como pagaré 001 por valor de $110.000.000,oo de pesos, pagaré número 
002 por valor de $90.000.000,oo de pesos y pagaré número 003 por valor de 
$100.000.000,oo de pesos, no fueron suscritos por Julián Felipe Trujillo 
Pérez, por ende, no está obligado a su pago y, no puede ser demandado en 
el presente proceso; que dichas obligaciones crediticias fueron aceptadas por 
el demandado EDGAR IVAN HERNANDEZ ROMERO, y por lo tanto no está 
llamado, ni obligado al pago de dichas sumas de dineros. 
 
Que, además su poderdante no está legitimado en la causa por pasiva por el 
hecho de no haber suscrito los pagarés objeto de recaudo a voces del Artículo 
785 del Código de Comercio. 
 
Igualmente señala que, a la demanda se le dio un trámite que no corresponde 
en atención a que el mandamiento ejecutivo, nada indica respecto de la 
hipoteca lo que ha debido indicarse y se haga un control de legalidad respecto 
del auto que ordenó seguir adelante la ejecución de fecha 13 de febrero de 
2020. 
 
Para resolver, es necesario remitirnos a los siguientes 
 

II Antecedentes: 
 
Mediante poder conferido a profesional del derecho, el señor Eduardo 
Quintero Rueda, formuló demanda tendiente a obtener el pago de sendos 



pagares adosados como títulos venero de la ejecución suscritos por el señor 
Edgar Iván Hernández Romero quien garantizó la deuda con hipoteca de 
primer grado a favor del ejecutante mediante la escritura pública No 2037 del 
14 de mayo de 2015 con el inmueble de su propiedad identificado con folio 
inmobiliario No 157-86710 de la ORIPP de Fusagasugá. 
 
Demanda que, por reparto, correspondió a esta agencia judicial y luego de la 
revisión de la misma, se libró mandamiento de pago el 30 de enero de 2019, 
ordenándose el embargo y secuestro del bien objeto de la garantía real.   
 
Comunicada la medida de embargo, la ORIPP el 12 de marzo de 2019, 
procedió a inscribir la orden de cautela tal como consta en la anotación No 12 
del folio de matrícula inmobiliaria No 157-86710, igualmente el día 23 de 
mayo de 2019, se realizó la notificación de que trata el artículo 291 del CGP, 
la cual fue certificada por la empresa de correos como positiva, 
posteriormente sin que el demandado hubiera comparecido al notificarse 
personalmente se procedió en los términos del artículo 292 del CGP el 14 de 
junio de 2019, y el demandado Quintero Rueda, durante el término legal para 
el ejercicio de su defensa guardó silencio, por ende, mediante auto del  13 de 
febrero de 2020 se emitió auto de seguir adelante la ejecución en los términos 
del auto de mandamiento de pago. 
 
Previo a la emisión de la orden de seguir adelante la ejecución, esto es el 1 
de octubre de 2019, el apoderado de la actora solicitó el levantamiento de la 
medida cautelar bajo el argumento de que ello permitiría la negociación del 
inmueble con el propósito de cancelar la hipoteca, a lo que, en auto del 15 de 
enero de 2020, el juzgado accedió y ordenó levantar el embargo del inmueble, 
cancelación que fue inscrita el 29 de enero de 2020. 
 
En informe secretarial del 11 de febrero de 2020, se adujo que, venció en 
silencio la notificación por conducta concluyente y como consecuencia, de 
ello se profirió el auto de seguir adelante la ejecución del 13 de febrero 
señalado con antelación y se aprobaron costas procesales el 24 del mismo 
mes y año. 
 
Mediante memorial remitido por el apoderado de la parte actora el 9 de 
septiembre de 2020, se solicitó el decreto del embargo del inmueble, con 
fundamento en que el ejecutado no cumplió con el pago de la obligación, 
solitud que ingresó al despacho el 28 de abril de 2021, petición que se 
resolvió y fue notificada el 9 de junio siguiente. 
 
La ORIPP a través del Oficio ORPDDGGA1248 del 11 de agosto de 2021, 
devolvió sin registrar la orden de embargo, en el folio 157-86710, habida 
cuenta que “el titular del derecho es otra persona”.  
 
De la revisión del certificado de tradición de la matricula inmobiliaria 157-
86710 efectivamente se verificó que, el aquí demandado Edgar Iván 
Hernández Romero transfirió por venta el derecho de dominio del inmueble 
al señor Julián Felipe Trujillo Pérez, por ello en auto del 27 de septiembre de 



la misma anualidad se tuvo como demandado sustituto al citado señor Trujillo 
Pérez, y emitió la comisión para secuestrar el inmueble. 
 
El 10 de noviembre de 2021, mediante memorial remitido por vía electrónica 
al buzón del juzgado allegó poder conferido por el nuevo demandado y 
propietario del inmueble, mandatario que presentó el recurso que aquí se 
resuelve.  
 

III Consideraciones: 
 
El Artículo 318 del CGP, establece que el recurso de reposición se encuentra 
previsto en nuestro ordenamiento general procesal como el medio de 
impugnación mediante el cual se puede solicitar que quien profirió una 
decisión apartada del caso o la legislación vigente para que, la revoque o 
reforme si hay lugar a ello. 
 
El recurso debe presentarse dentro de los tres días siguientes a la notificación 
que se haga de la providencia censurada por estado y con los argumentos 
que sustente la censura. 
 
En el sub lite, se presentó contra el auto que libra mandamiento de pago, tras 
considerar que quien funge hoy como nuevo propietario del derecho real 
sobre el inmueble objeto de la garantía, no suscribió los títulos que se 
respaldan con la hipoteca y por ende, no está obligado a su reembolso  
 
Por otra parte, el inciso 2º del artículo 430 del C.G.P., señala que, los 
requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante 
recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo, observándose que 
los argumentos esgrimidos por la apoderada recurrente, no entrañan dicho 
objeto, pues ningún reparo eleva frente a los títulos valores base de la 
presente ejecución, pues su inconformidad radica esencialmente en que, el 
demandado Trujillo Pérez, no debe ser el llamado al proceso ejecutivo 
hipotecario, por no ser, quien suscribió las obligaciones que se persiguen en 
el presente asunto. 
 
Pues bien, es claro en principio, que el recurso de reposición impetrado no 
resulta procedente para alegar circunstancias distintas a las que limita la ley 
procesal, que como se vio, refiere estrictamente a los requisitos formales de 
los títulos base de la acción, conforme la norma en comento, temática frente 
a la cual nada expuso la apoderada de la parte recurrente, esto es, la 
ejecutada aunado a que la etapa para formular excepciones o recurso contra 
el mandamiento de pago feneció cuando fue vinculado al asunto luego de 
haberse proferido auto de seguir adelante la ejecución. 
 
Sin embargo, y con el fin de zanjar desde ya, la discusión propuesta con 
relación a que no debió vincularse a su poderdante, para así evitar los mismos 
alegatos en etapas posteriores, debe decirse que dicha solicitud es 
improcedente, ello al tenor de lo dispuesto por el numeral 1° del artículo 468 



del C.G.P., que señala: 
 
 

“ARTÍCULO 468. DISPOSICIONES ESPECIALES PARA LA 
EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA REAL. Cuando el acreedor 
persiga el pago de una obligación en dinero, exclusivamente con el 
producto de los bienes gravados con hipoteca o prenda, se 
observarán las siguientes reglas: 
 
“(…)” La demanda deberá dirigirse contra el actual propietario del 
inmueble, la nave o la aeronave materia de la hipoteca o de la 
prenda”  

 
Ya que al tenor de la disposición memorada, es claro entonces afirmar que, 
la demanda ejecutiva para la efectividad de la garantía real, debe dirigirse 
únicamente contra el actual propietario del inmueble, regla aplicable en el 
presente asunto, y revisadas las diligencias, se advierte del certificado de 
tradición y libertad aportado, que quien funge como actual propietario del 
inmueble objeto del gravamen hipotecario, es el aquí vinculado como 
ejecutado, por lo que ninguna otra averiguación para iniciar o continuar la 
ejecución debe hacerse, pues en cabeza del aquí demandado Julián Felipe 
Trujillo Pérez, se  encuentra el bien con el cual se garantizaron las 
obligaciones contenidas en los pagarés que se cobran por esta vía, conforme 
se dispuso en el mandamiento de pago. 
 
Ahora, debe tenerse en cuenta que, la demanda para la efectividad de la 
garantía real, como se indicó en los antecedentes, se dirigió inicialmente 
contra el señor Edgar Iván Hernández Romero, quien fuera notificado del auto 
de apremio, y el que optó por guardar silencio, ya que no ejerció su derecho 
de defensa en este asunto, pero en cambio le manifestó a su acreedor que 
iba a negociar el bien con la finalidad de cancelar la obligación y por ende, le 
solicitó se levantara la medida cautelar, solicitud a la que de buena fe accedió 
y esta se levantó, en dicho lapso  fue traspasado por venta el inmueble al 
aquí recurrente, por ende, no puede el litigante, escudarse en su propia 
incuria para pretender se derribe el mandamiento ejecutivo, habida cuenta 
que, si bien se levantó la medida cautelar para la negociación del predio, 
debió observar que la hipoteca no fue levantada y que se encontraba en 
trámite un proceso para la efectividad precisamente de esa garantía real, 
además que, el presente recurso, no tiene cabida de ninguna manera, toda 
vez que el recurrente, recibió el proceso en el estado en que se encontraba 
al momento de comprarlo, pue en este asunto ya se había proferido 
sentencia, cautelado el bien y dispuesto el secuestro del mismo, y de ello, no 
se puede sustraer el litigante, ya que ha debido cerciorarse de lo que estaba 
adquiriendo pues en términos coloquiales lo que hizo con la transacción de 
compraventa, fue apersonarse de un proceso que se encontraba en trámite y 
al que fue vinculado por el simple hecho de la compra que hiciera, sin atender 
que, en el asunto. ya se había proferido decisión se continuar adelante la 
ejecución, mucho antes de la compra del inmueble y así figuraba en el 
certificado de tradición, luego su propia incuria, no resulta de recibo para que 



ahora, pretenda se retrotraiga el asunto, ya que como se indicó en 
precedencia, al ser vinculado, recibió el proceso en el estado en que se 
encontraba.   
 
En virtud de lo anterior y sin más consideraciones, no se repondrá la 
providencia objeto de reproche, en primera medida, porque la solicitud de una 
parte, es extemporánea y de otra es improcedente.  
 
No habrá condenación en costas, comoquiera que no aparece probado que 
las mismas se hayan causado 
 
En mérito de la expuesto, el Juzgado Segundo Civil del Circuito de 
Fusagasugá, Cundinamarca,   
 

Resuelve: 
 
PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 30 de enero de 2019, por las 
razones consignadas en precedencia.  
 
SEGUNDO: Reconocer personería a la abogada NUBIA CONSUELO 
AGUIRRE PINILLA abogada en ejercicio, en su condición de apoderado 
judicial del demandado, en los términos del poder conferido. 
 
TERCERO: SIN CONDENA en costas por no aparecer causadas.  
 
 

Notifíquese. 
 

 
 
 
 
 

RENÉ OCTAVIO BARROSO ACEVEDO 
JUEZ 

 
Auto notificado por Estado Electrónico 12/07/2022 

 


